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Accionante: MARÍA ELENA ZULUAGA VALENCIA

Accionado: FOMAG y otro

Decisión: Confirma

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / SOLICITUD DE RECONOCIMIENTO DE PENSIÓN DE JUBILACIÓN / SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE RISARALDA / DEBE REMITIR PROYECTO A LA FIDUPREVISORA EN 15 DÍAS / NO DEMOSTRÓ HABERLO HECHO.
El artículo 23 Superior establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución (…)", lo cual es concordante con el ejercicio de otros derechos, como la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos…
En el caso que ocupa la atención de la Colegiatura, la parte accionante pretende que se le dé una respuesta de fondo a la petición que radicara ante la Secretaría de Educación de Risaralda desde el 10 de noviembre de 2020, relacionada con una pensión de jubilación.

Teniendo en cuenta lo anterior, es pertinente remitirnos a lo estipulado en el artículo 3º del Decreto 2831 de 2005, el cual deja en cabeza de las secretarías de educación el deber de atender de forma inicial las solicitudes relacionadas con el reconocimiento de las prestaciones sociales a las que tienen derecho los docentes del Magisterio…
Una vez recibida la solicitud, las entidades territoriales deberán remitir dentro de los 15 días hábiles siguientes el proyecto del acto administrativo de reconocimiento de tales prestaciones a la Fiduprevisora S.A…
… encuentra esta Sala que, en atención a la solicitud presentada por la accionante, y pese a lo dicho por la entidad impugnante, NO existe constancia de la remisión del expediente administrativo para su reconocimiento por parte de la Secretaría de Educación Departamental a la Fiduprevisora.
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SENTENCIA DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA

Pereira, veintidós (22) de junio de dos mil veintiuno (2021)
Aprobado por Acta No. 488
	RADICACIÓN:
	66001 31 07 001 2021 00020 01

	ACCIONANTE:   
	MARÍA ELENA ZULUAGA VALENCIA

	APODERADA: 
	DRA. MARÍA ARACELLY OCAMPO OSPINA 

	ACCIONADO:
	FOMAG Y OTRO

	PROCEDENCIA:
	JUZGADO 1º PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO

	DECISIÓN: 
	CONFIRMA 


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación promovida en contra del fallo de tutela proferido por el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira el 14 de abril de 2021, con ocasión de la solicitud de amparo promovida por la señora MARÍA ELENA ZULUAGA VALENCIA, por intermedio de apoderada, en contra del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO FOMAG y la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DE RISARALDA.
ANTECEDENTES:
La abogada María Aracelly Ocampo Ospina instauró acción de tutela en contra del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda, representando en calidad de apoderada judicial los intereses de la señora MARÍA ELENA ZULUAGA VALENCIA, con fundamento en los siguientes hechos: 
· El 10 de noviembre de 2020 se dirigió derecho de petición al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, por intermedio de la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda, solicitando el reconocimiento de una pensión de jubilación.
· A la fecha de interposición de la tutela, a pesar de haber transcurrido el término legal establecido para pronunciarse al respecto, no había sido posible obtener ninguna respuesta por parte de la entidad accionada. 

PRETENSIONES:
De acuerdo con lo anterior, solicitó la accionante que se tutelen los derechos fundamentales de petición y seguridad social de su prohijada y, en consecuencia, se ordene a las entidades accionadas que expidan el respectivo acto administrativo mediante el cual se resuelva de fondo la petición de reconocimiento y pago de la pensión de jubilación solicitada.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: 
El Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira avocó el conocimiento de la actuación el día 25 de marzo de 2020, en contra de la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda, y el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio -Fiduprevisora. 
Dentro del término de traslado, la Fiduprevisora S.A., vocera del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, tras referirse a la naturaleza y objeto de esa entidad, argumentó que no ha recibido petición al respecto de lo pretendido.

Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho A Quo resolvió mediante sentencia del 14 de abril de 2021 tutelar el derecho fundamental de petición del cual es titular la señora MARÍA ELENA ZULUAGA VALENCIA, de allí que le ordenara a la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda, que dentro del término de cuarenta y ocho (48) horas, contado a partir de la notificación de esa decisión, procediera a expedir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento o negación de la pensión de jubilación pedida por la señora accionante, el cual, de ser de reconocimiento, debería presentarlo a la Fiduciaria La Previsora S.A., para que dicha entidad proceda con la aprobación o negación del reconocimiento pensional a la señora María Eugenia, de conformidad con lo establecido en el Decreto 2831 de 2005.
Además, le ordenó a la Fiduciaria La Previsora S.A. que, una vez la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda remita el expediente de la accionante para la aprobación del proyecto del reconocimiento de la pensión de jubilación de la señora María Eugenia Zuluaga Valencia, asuma las actuaciones legamente establecidas a su cargo en los términos establecidos en el Decreto 2831 de 2005.
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:
Inconforme con la decisión de instancia, la Secretaría de Educación de Risaralda presentó impugnación, informando que se enviaron los documentos para estudio y aprobación de la Fiduprevisora, en relación con el reconocimiento prestacional reclamado por la señora María Elena, desde el 28 de enero de 2021, sin que allí se haya adoptado ninguna decisión. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591 de 1991.
2. Problema jurídico a resolver: 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si la decisión de primer nivel estuvo acertada al conceder la solicitud de amparo constitucional reclamada por la apoderada judicial de la señora MARÍA ELENA ZULUAGA VALENCIA, y en cuanto a las órdenes que para conjurar dicha transgresión se impartieron. 

3. Solución: 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial creado por el Constituyente Primario para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

El artículo 23 Superior establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución (…)", lo cual es concordante con el ejercicio de otros derechos, como la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva. En ese orden de ideas, y como lo ha decantado la jurisprudencia Constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, que ésta sea de fondo, sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante
, y finalmente que la misma sea efectivamente puesta en conocimiento del reclamante.

En el caso que ocupa la atención de la Colegiatura, la parte accionante pretende que se le dé una respuesta de fondo a la petición que radicara ante la Secretaría de Educación de Risaralda desde el 10 de noviembre de 2020, relacionada con una pensión de jubilación.

Teniendo en cuenta lo anterior, es pertinente remitirnos a lo estipulado en el artículo 3º del Decreto 2831 de 2005, el cual deja en cabeza de las secretarías de educación el deber de atender de forma inicial las solicitudes relacionadas con el reconocimiento de las prestaciones sociales a las que tienen derecho los docentes del Magisterio, cuyo trámite culminaría en el pretendido pago de la prestación que se llegare a reconocer: 

“De acuerdo con lo establecido en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, será efectuada a través de las secretarías de educación de las entidades territoriales certificadas, o la dependencia que haga sus veces.”  

Una vez recibida la solicitud, las entidades territoriales deberán remitir dentro de los 15
 días hábiles siguientes el proyecto del acto administrativo de reconocimiento de tales prestaciones a la Fiduprevisora S.A., para que en el mismo término
 realice la revisión y aprobación, o las correcciones a que haya lugar. 

Aclarado lo anterior, y llevándolo al caso concreto encuentra esta Sala que, en atención a la solicitud presentada por la accionante, y pese a lo dicho por la entidad impugnante, NO existe constancia de la remisión del expediente administrativo para su reconocimiento por parte de la Secretaría de Educación Departamental a la Fiduprevisora. 
En ese sentido, como quiera que en esta instancia no se tiene conocimiento cierto de lo ocurrido con el trámite solicitado por la abogada accionante, y partiendo de la convicción de que los términos con que contaban ambas entidades para poner fin a los planteamientos propuestos por ella se encuentran ampliamente superados, considera la Corporación que es necesario confirmar la decisión de instancia, dado que evidentemente la única manera en que se puede entender como superada la transgresión de los derechos invocados por la parte accionante es concluyendo el asunto con la expedición del acto administrativo que conceda o niegue las pretensiones formuladas. 

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,
RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado 1° Penal del Circuito Especializado de Pereira, ello en el sentido de tutelar el derecho fundamental de petición del cual es titular la señora MARÍA ELENA ZULUAGA VALENCIA. 

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado
� Corte Constitucional. Sentencia T-361 de 2009. Magistrado ponente: Humberto Antonio Sierra Porto. (reiteración)


� Decreto 2831 de 2005, artículo 3º, numeral 3º: “la secretaría de educación de la entidad territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente deberá (…) 3. Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, junto con la certificación descrita en el numeral anterior del presente artículo”


� Decreto 2831 de 2005, artículo 4º, inciso 2º: “Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes al recibo del proyecto de resolución, la sociedad fiduciaria deberá impartir su aprobación o indicar de manera precisa las razones de su decisión de no hacerlo, e informar de ello a la respectiva secretaría de educación”.
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